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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URÍBE
Pereira, catorce de mayo de dos mil nueve 

Acta número 0034 del 14 de mayo de 2009 

Siendo las cuatro de la tarde de esta fecha, la Sala de Deci​sión Laboral del Tribunal Superior del Distri​to Judicial de Pereira, en asocio de la Secretaria, se constituye en au​diencia pública con el objeto de resolver la consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el 30 de enero del presente año, en el proceso ordinario que el señor Leonel Gallego Castillo le promueve a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP.
El proyecto de decisión final presentado por el  ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás integrantes de la colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES   

Pretende el actor a través de apoderada judicial, que se declare que le asiste derecho a la pensión convencional del 95% y que como consecuencia se condene a la demandada a pagar los respectivos ajustes de valor sobre los derechos pedidos sobre la variación del Índice de Precios al Consumidor, entre la fecha de retiro y aquella en que se le reconozca el derecho, al pago de los intereses de mora a la tasa máxima vigente al momento en que se efectúe el pago sobre el importe de la obligación y al pago de las costas procesales. 

Sostiene para así pedir que laboró al servicio de la demandada durante 21 años, 4 meses y 16 días, de manera ininterrumpida con las antiguas Empresa Públicas de Pereira y la Empresa de Acueducto y Alcantarillado S.A. E.S.P., desde el 8 de enero de 1979 hasta el 1° de junio de 2000; el motivo para su retiro voluntario obedeció a la intención de acogerse al Plan de Jubilación Anticipada propuesto por la Junta Directiva de la accionada; el 25 de enero de 1996 se suscribió entre la entidad y sus empleados una Convención Colectiva de Trabajo, la cual en su artículo 63 se ocupa de las pensiones de los trabajadores, estableciendo que se tiene derecho a ella cuando, siendo hombre se cumplen los 55 años de edad después de 20 años de servicios continuos o discontinuos, correspondiendo esta al 95% del promedio de los salarios devengados en el último año de servicio; afirma que se acogió al Plan de Jubilación Anticipada para efectuar su retiro voluntario por haber cumplido más de veinte años de servicio, lo cual se realizó el 1° de junio de 2000, como consta en Acta de Conciliación celebrada ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, acordándose poner fin a la relación laboral, de mutuo acuerdo y a partir de la fecha, mediante la presentación de carta de renuncia, recibiendo una pensión anticipada de jubilación y/o vejez a partir del acuerdo, con la reclamación a la que aludía el acta y de acuerdo con la Convención Colectiva de Trabajo vigente entre las partes, equivalente al 91% del promedio devengado durante el último año de servicios; manifiesta que el 15 de agosto de 2005 arribó a los 55 años de edad, por lo cual, conforme al artículo 63 del acuerdo convencional referido, tiene derecho a que se le reconozca su pensión convencional correspondiente al 95% del promedio de los salarios percibidos en el último año de servicios; el 9 de octubre de 2007, por medio de derecho de petición, solicitó a la accionada el reconocimiento de la pensión convencional deprecada, recibiendo respuesta negativa por medio de oficio del 19 de octubre de 2007, donde se argumentó que prima el acuerdo suscrito para efectos del retiro voluntario; contra la anterior decisión interpuso recurso de reposición, el cual fue fallado en su contra el 26 de octubre de 2007. 
Mediante auto del 14 de enero de 2008 se admitió la demanda, fl. 28, corriéndose el traslado respectivo a la entidad accionada, la que constituyó mandatario judicial que presentó escrito de contestación; aceptó todos los hechos de la demanda, excepto el 6° referente a que el actor tiene derecho al beneficio convencional solicitado, pues consideró que se trata de una pretensión y no de un hecho. Se opuso a los pedimentos argumentando que al momento de otorgársele la pensión de jubilación anticipada no contaba el actor con la plenitud de requisitos establecidos en la Convención Colectiva de Trabajo para acceder a la pensión de jubilación convencional, pues al 1° de junio de 2000 solo acreditaba 49 años, 7 meses y 16 días de edad, exigiéndose en el acuerdo colectivo 55 años de edad cumplidos; sostiene que se realizó entre las partes una negociación extraconvencional, acuerdo que se plasmó entre las partes en presencia de una autoridad competente del trabajo, a través de un Acta de Conciliación, por medio de la cual la demandada se comprometió a conceder extraconvencionalmente al demandante la pensión de jubilación anticipada en cuantía del 91% del promedio devengado por el trabajador en el último año de servicios, negociación que se efectuó de manera espontánea, libre y expresa, poniéndose fin a la relación contractual, sin necesidad de intervención u oposición del sindicato de trabajadores, ni considerándose este tipo de jubilación como una variante de la Convención Colectiva de Trabajo.
Ante la falta de ánimo conciliatorio en la entidad demandada, se declaró fracasado dicho intento, fl. 58; luego de surtidas otras etapas procesales, el juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite con la orden de practicar las pruebas solicitadas por las partes, las que fueron evacuadas en la medida de lo posible.

Agotado el debate probatorio, se convocó para audiencia de juzgamiento el 30 de enero del presente año, dentro de la cual se dictó la respectiva sentencia, fls. 108-115, absolviendo a la demandada de todas las pretensiones incoadas en su contra y condenando en costas a la parte demandante; en la providencia se determinó que la conciliación realizada entre las partes tiene la virtud de producir los efectos de cosa juzgada, por lo que goza de fuerza legal, procediendo su invalidación cuando se demuestre que una de las partes fue inducida a ella por error, fuerza o dolo, lo cual no ocurre en el presente asunto; agrega que no se vulneraron derechos ciertos, toda vez que lo que se acordó fue el pago de una pensión anticipada, la cual se constituía en un derecho incierto, pues no se había causado aún al faltar un requisito, a saber, el hecho de que el actor cumpliese 55 años de edad, lo cual podía o no darse. 
En acatamiento de lo dispuesto por el artículo 69 del  C.P.T.S.S., se surte el grado jurisdiccional de consulta a favor del accionante. 
Enviados los autos a esta Sede y corrido el traslado de rigor a las partes, se procede a resolver con apoyo en estas 

CONSIDERACIONES
El aspecto medular a definir en el presente caso, será la validez o no de la conciliación realizada entre las partes.
La conciliación avalada por funcionario autorizado por la Ley para dichos efectos (público o particular), produce los efectos de la cosa juzgada (art. 39 Ley 712/01, en armonía con el 3° del Decreto 1818 de 1998). Al respecto han sido numerosas las sentencias emitidas por la Corte Suprema de Justicia, veamos:
“El cargo, entonces, no resulta eficaz, pero es pertinente repetirle al censor que esta Sala en muchas oportunidades ha fijado el alcance y efectos de la conciliación celebrada ante funcionario público, entre los que se destaca el del 10 de junio de 1998, radicación 10655,  en que se puntualizó:

“Al efecto, encuentra la Sala conveniente recordarle al sentenciador colegiado que la conciliación avalada por funcionario público, produce los efectos de la cosa juzgada (artículos 20 y 78 del Código Procesal del Trabajo); es decir, goza el acta respectiva de fuerza legal, de suerte que su invalidación, por encontrar que alguna de las partes llegó a ella por efecto del error, la fuerza o el dolo, tiene que venir apoyada por una prueba de tal carácter que no permita prácticamente duda alguna.

De otra parte, no queda por demás transcribir a continuación lo dicho por la Corte en sentencia del 21 de junio de 1982, que ha sido reiterada en otras oportunidades:

“En la vida del derecho, el mutuo consentimiento, o sea el acuerdo de voluntades entre dos o más personas para realizar un negocio jurídico, tiene en principio plena validez. Pero si el consentimiento de alguna de esas personas está viciado por error, fuerza o dolo, el acto es susceptible de invalidación.

“Por mutuo acuerdo entre empleador y empleado debe siempre celebrarse el contrato de trabajo. Y en la misma forma puede modificarse o aun extinguirse por resiliación. Pero esta última no exige esencialmente que la gratuidad sea el móvil determinante para uno o para ambos contratantes cuando quieran de consuno fenecer el contrato. Bien puede una de las partes ofrecerle a la otra una compensación en dinero o en especie para que acepte resiliar el contrato, sin que esa oferta pueda calificarse por sí misma como una forma de coacción o de violencia ejercida sobre la contraparte.

“Si quien recibe la oferta decide aceptarla porque la encuentra conveniente para sus intereses, no hay base para sostener que el contrato de trabajo fue roto unilateralmente por el oferente y que hubo una víctima de un obrar contrario a derecho que debe ser indemnizada. Aquella manifestación expresa de uno de los contratantes de aceptar lo ofrecido por su contraparte no puede calificarse como intrínsecamente inválida, puesto que no cabe olvidar tampoco que el error, la fuerza o el dolo no se presumen sino que deben demostrarse plenamente por quien alegue haberlos padecido”. (
)
Lo anterior fue ratificado en reciente pronunciamiento de la misma Corporación:

“La Corte, desde antaño y en numerosos pronunciamientos ha respetado la conciliación como medio de autocomposición de conflictos. En sentencia del 23 de agosto de 1983, dijo:

 

“En el efecto laboral, lo mismo que en otros campos de la vida jurídica, el consentimiento expresado por persona capaz y libre de vicios, como el error, la fuerza o el dolo, tiene validez plena y efect0os reconocidos por la ley, a menos que dentro del ámbito laboral haya renuncia de derechos concretos, claros e indiscutibles por parte del trabajador, que es el caso que tiene la obligación de precaver el juez del trabajo cuando en su presencia quienes fueron o son patrono y empleado formalizan un arreglo amigable de divergencias surgidas durante el desarrollo del contrato de trabajo o al tiempo de su finalización.

 

En esta forma cuando el juez aprueba una conciliación, ella adquiere el efecto de cosa juzgada que enerva cualquier litigio posterior sobre la misma materia y entre las mismas partes. Así lo estatuyen los artículos 78 del Código Procesal del Trabajo y 332 del Código de Procedimiento Civil”.” (
)
Ahora bien, a folios 13 a 15 del expediente, encontramos el Acta de Conciliación firmada por las partes ante la División Trabajo e Inspección y Vigilancia de la Dirección Regional de Risaralda del Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social, en ella se pactó por el aquí demandante con la entidad accionada el retiro voluntario del trabajador del cargo ejercido y con el fin de precaver “cualquier pretensión o eventual reclamación derivada de la vinculación mencionada y por concepto de pensión anticipada de jubilación y/o pensión por retiro voluntario y/o pensión sanción y/o pensión por vejez y/o indemnización por despido o retiro voluntario y/o derecho de reintegro o cualquier otro concepto derivado de la relación de trabajo que los unió, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. E.S.P. le reconoce a titulo de conciliación: a) Una pensión anticipada de jubilación y/o vejez a partir del acuerdo con la reclamación a que alude esta acta y de acuerdo con la Convención Colectiva vigente entre las partes …” (fl. 14, numeral 5°) (Subrayado nuestro)
De lo anterior se extracta con la simple lectura, que el actor concilió el derecho a la pensión convencional que ahora reclama, aceptando una pensión anticipada, la cual viene disfrutando, toda vez que le fue reconocida por medio de la Resolución N° 000610 del 15 de junio de 2000, 14 días después de haberse pactado el acuerdo conciliatorio al que se viene haciendo referencia, acuerdo que no presenta vicios de consentimiento que puedan llegar a afectar su validez, al menos ello no se alegó y menos se probó en el trámite del presente proceso.
Conforme a jurisprudencia emanada de la Corte Suprema de Justicia, la conciliación debe expresar en forma precisa todos los conceptos sobre los cuales se está arreglando, “Conviene ante todo precisar que si bien un trabajador puede conciliar su expectativa de pensión jubilatoria que le reconocería directamente su empleadora, cuando no se ha consolidado al momento de la diligencia un derecho cierto en su favor, esa voluntad de ambas partes debe quedar plasmada de manera inequívoca en el texto del acuerdo conciliatorio, de suerte que no es dable inferirla de expresiones genéricas, vagas o imprecisas, en las que no se evidencie de manera meridiana que fue esa y no otra la verdadera intención de los conciliantes. (
).
No fue desacertada la conclusión de la falladora de primera instancia, al afirmar que el derecho pensional que ahora reclama el accionante era perfectamente conciliable, toda vez que era incierto y discutible, pues para la fecha en que se suscribió el acuerdo conciliatorio, junio 1° de 2000, el actor solo contaba con 49 años de edad, cuando la norma convencional que pretende le sea aplicada, consagra el derecho pensional a partir de los 55 años de edad para los hombres.

Al respecto, el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria ha dicho:

“Luego no es atendible la tesis del impugnante de que en el caso sub lite se consolidó un derecho cierto e indiscutible a favor del trabajador, cuando a la terminación del contrato de trabajo no había cumplido el presupuesto de la edad pensional para tener derecho a esta prestación social. Le hacía falta en este momento un requisito indispensable para consolidarlo, cual era el cumplimiento de la edad de 55 años, de conformidad con el artículo 260 del Código Sustantivo del Trabajo, por lo cual era en esta oportunidad un derecho incierto y discutible, susceptible por lo tanto de ser conciliable entre el trabajador y el patrono, según lo establecen los artículos 15 del Código Sustantivo del Trabajo, 20 y 78 del Código Procesal del Trabajo, produciendo en consecuencia los efectos de cosa juzgada material.” (
)
A la luz de los lineamientos esbozados, considera esta Colegiatura que debe ser confirmada la absolución de primera instancia.

Costas en esta instancia no se causaron por tratarse de consulta.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por consulta ha conocido.
Sin costas por la actuación en esta Sede, por tratarse de consulta.
No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,
HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria
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